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SALA DE JUSTICIA Y PAZ

Magistrado Ponente:

EDUARDO CASTELLANOS ROSO

Bogotá D.C., Marzo cinco (5) de dos mil trece (2013) 

ASUNTO

Resuelve la Sala la solicitud presentada por el doctor Mauricio García Cadena,  Fiscal 50 Delegado ante la Unidad de Justicia y Paz de precluir la investigación adelantada dentro del proceso de Justicia y Paz, por muerte del postulado JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ, alías “Miller”
ANTECEDENTES 

1. Informa el Fiscal Delegado que JOSÉ  DILIO GUAÑARITA MUÑOZ perteneció  al Frente  13 y El Arturo Medina de la organización armada al margen de la Ley “FARC E.P.”, que militaba en los municipios de Salao Blanco, Oporapa, San José Isnos y Pitalito, en el Departamento del Huila; y en el Departamento del Cauca, en los municipios de Santa Rosa, Santiago, Bolívar, Almaguer, San Pablo y la Cruz. 
2. El postulado GUAÑARITA MUÑOZ, se desmovilizó de forma individual el 5 de  enero de 2002, en el municipio de Pitalito (Huila), ante las Tropas del Batallón de Infantería No. 27 del Magdalena, lo que le permitió solicitar su inclusión al Alto Comisionado para la Paz en la lista de postulados para su sometimiento a la Ley 975 de 2005. 

3. El Gobierno Nacional atendió positivamente tal solicitud y mediante oficio OF109-27936-DJT-0330 del 19 de agosto de 2009, postuló ante la Fiscalía a JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ como beneficiario de la Ley de Justicia y Paz.


4. La Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación procedió del 28 de diciembre de 2009 al 26 de enero de 2010, a convocar y emplazar a las víctimas indeterminadas.

5.  El 8 de octubre de 2010, se llevó a cabo la diligencia de versión libre con el postulado JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ, en la que ratificó su voluntad de sometimiento al proceso de Justicia y Paz, relató las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que ingresó al grupo armado ilegal del cual desertó, además dio cuenta de las estructuras del frente 13 y del frente Arturo Medina de las FARC EP. No se hizo alusión al temas de bienes, como quiera que el postulado no hizo entrega de bienes a su nombre ni de la organización. 
6. Como antecedentes judiciales del postulado GUAÑARITA MUÑOZ, la Fiscalía informó del proceso adelantado en el Juzgado 4 Penal del Circuito de Bogotá, radicado bajo el número 2004-0298,  en el que fue condenado, el 2 de febrero de 2005, a la pena de 29 años y 2 meses de prisión por los delitos de homicidio agravado y hurto calificado, decisión que cobró ejecutoria el 30 de agosto de 2005 y en la actualidad se encuentra en el Juzgado 1 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Tunja. Así mismo se informó de la investigación que cursaba en su contra en la Fiscalía 249 Unidad Primera de Seguridad Pública Ley 30 de 1986, radicada bajo el número 684910.  
7. El Fiscal Delegado, informó que de acuerdo con la historia clínica realizada por los Departamentos Médicos de las Cárceles de Chiquinquirá y la Dorada (Caldas), el postulado JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ, tenía un diagnostico de farmacodependencia, se trataba de un consumidor crónico de todo tipo de sustancias psicoactivas, con habituales episodios de agresividad, dificultades para el manejo del sueño, debilidad general, cefalea constante, ansiedad permanente, entre otros síntomas; circunstancias que lo llevaron a tener varios incidentes de agresividad con los demás internos del Centro de Reclusión, lo que le ocasionó ser sancionado en tres oportunidades. 
8. De las circunstancias que rodearon la muerte del desmovilizado, se tiene que el día 20 de abril de 2012 siendo las 23:25 horas y ante el mal estado de salud, guardianes del Establecimiento Carcelario de la Dorada (Caldas), solicitaron autorización para trasladar al señor JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ,  del centro de reclusión al Hospital San Félix del municipio de la Dorada, al que ingresó siendo las 23:50 horas, sin signos vitales. 
El acta de necropsia del 21 de abril de 2012, suscrito por el doctor Luís Fernando Chica Mora, Médico Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de la Dorada, señala que “…En la copia de la Historia Clínica No. 3548 del servicio de Sanidad del EPAMS La Dorada, correspondiente al occiso, se anota que el 20 de abril de 2012 a las 11:30 ingresó el paciente en camilla, dormido, al parecer ingirió pastillas de clozapina…”; se concluye como causa básica de la muerte: “intoxicación exógena” y como manera de muerte: “Violenta por suicidio”.   
9. Finalmente,  la Fiscalía allegó certificado de defunción con el indicativo serial No. 80956418-4 expedido por el DANE. 
CONSIDERACIONES  DE LA SALA

Es competente la Sala para conocer del presente asunto, de conformidad a lo consagrado en los artículos 331, 332-1 de la Ley 906 de 2004 y 82 de la Ley 599 de 2000, atendiendo además la posición jurisprudencial de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
.  

La petición del Fiscal Delegado se orienta a la extinción de la acción penal por muerte del señor JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ, y obviamente su exclusión del procedimiento previsto por la Ley de Justicia y Paz, de conformidad con lo dispuesto por el parágrafo 2º del artículo 5 de la Ley 1592 de 2012, que introdujo a la Ley 975 de 2005, el artículo 11 A.    
Acreditada como se encuentra la muerte del postulado, quien manifestó su voluntad de someterse a la Ley 975 de 2005, ha de entenderse, que el procedimiento que se busca finalizar, es aquel que, conforme a lo dispuesto por el artículo 2º  de dicha ley, se orientó “a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales”, dentro de los precisos limites establecidos por esta normatividad.

Dicha limitante, atendiendo que en los términos de la legislación de transición  -Ley 975 de 2005 y del  Decreto 4760 de 2005-, los hechos que generaron el sometimiento del postulado, no pueden ser distintos que aquellos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al grupo ilegal y hasta  la entrada en vigencia de esta Ley.

Así mismo, en lo que tiene que ver con los hechos sobre los que pueda tener efecto vinculante la decisión de preclusión de investigación que se resuelve por la muerte del postulado, estima la Sala, que estos lo serán todos y cada uno sobre los que a futuro se llegare a acreditar, cometidos por el desmovilizado desde su ingreso a la organización y hasta la fecha de su desmovilización el 5 de enero de 2002, siempre que se hayan cometido en las condiciones que lo exige la citada legislación, esto es, con ocasión de su militancia en la organización al margen de la ley y sin perjuicio de los derechos de las víctimas
.

Lo anterior, conforme a la posición adoptada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, que sobre lo pertinente expuso:

“16.3. Dado que la responsabilidad penal es personal e indelegable, cuando se produce la muerte de una persona a quien se atribuye la realización de uno  o varios delitos, bien sea en forma individual o en coparticipación criminal, surge una circunstancia insuperable que impide al estado ejercer la potestad jurisdiccional de perseguir al presunto delincuente, sin que para estos efectos importe que se trate de asuntos que corresponden a la justicia ordinaria o transicional.

“16.4. Ante la muerte de una persona que aparece como elegible para los efectos de la Ley de Justicia y Paz, se esta ante una causal de preclusión de la investigación cuya aplicación debe ser solicitada ante los Magistrados de la Jurisdicción especial, quienes están facultados para resolverla.

“16.5. Lo anterior se explica a partir de los principios que deben imperar en la actuación procesal. Resultaría absurdamente dilatorio pedir a la Jurisdicción especial que excluya del tramite excepcional a una persona que ha fallecido, pues luego se tendría que acudir, ante otro fiscal o juez para que proceda a decretar la preclusión de las investigaciones que se adelantan contra el interfecto.”    

Y es que incluso, la misma Ley 975 de 2005, autoriza acumular a este procedimiento especial, todas las actuaciones que en contra del desmovilizado se adelanten ante la justicia ordinaria, por hechos cometidos durante y con ocasión de  su pertenencia a la organización al margen de la ley
. 

Precisado lo anterior, y de acuerdo al principio de “complementariedad” consagrado en el artículo 62 de la Ley 975 de 2005, para aquellos aspectos no regulados en esa legislación, habrá de aplicarse además de la Ley 782 de 2002, el Código de Procedimiento Penal, valga decir, las leyes 600 de 2000 y 906 de 2004. 

Debe entenderse entonces, que  por la identidad que guarda con esta Ley de transición, la 906 de 2004, que desarrolló el Sistema Penal Acusatorio implementado en Colombia por el Acto legislativo 003 de 2002, y en lo que tiene que ver con sus principios rectores de celeridad y oralidad, habrá de acudirse a ella en cuanto a los requisitos que se exigen para la preclusión de la investigación.

Finalmente, teniendo en cuenta además que en relación con el postulado fallecido, se verifica que si bien la actuación se hallaba en una etapa pre-procesal, frente a lo normado por los  artículos 332-1 de la Ley 906 de 2004 y 82-1 de la Ley 599 del 2000, la preclusión de la investigación se impone en eventos como la muerte del investigado, decisión que se adoptará en relación con el postulado JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ, sin perjuicio de los derechos de las victimas.

En mérito de lo expuesto la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

RESUELVE
Primero: PRECLUIR LA INVESTIGACIÓN  que por la ritualidad prevista por la Ley 975 de 2005, modificada por la ley 1592 de 2012, se adelantó en relación con el postulado JOSÉ DILIO GUAÑARITA MUÑOZ, con cédula de ciudadanía número 80.074.325 de Bogotá.

Segundo: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación

Tercero: Ejecutoriada esta decisión, archívese la presente actuación.

Notifíquese y Cúmplase
EDUARDO CASTELLANOS ROSO
(Con excusa justificada)

LESTER MARÍA GONZÁLEZ ROMERO



ULDI TERESA JIMENEZ LÓPEZ

JORGE CRUZ ROJAS

Secretario

� Auto del 28 de octubre del 2007. Radicado No.28492. M.P. Dr. Yesid Ramírez Bastidas.


� Artículo 5º Ley 975 de 2005. 


� Artículo 20 Ley 975 de 2005.
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